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Resumen 
La comuna San José en la ciudad de Manizales es objeto de implementación de un proyecto de 
renovación urbana, de interés nacional, denominado “Macroproyecto Centro Occidente de 
Colombia San José de Manizales”, a través del cual, para su implementación, se han efectuado 
metodologías legales como la expropiación administrativa y judicial, que solo han generado la 
violación sistemática de los derechos fundamentales de los habitantes de la comuna; por tanto, este 
artículo presenta una reflexión sobre cómo la trasgresión de los derechos a una vivienda digna, a la 
libre locomoción y a la educación, solo han infundado más pobreza, delincuencia en el sector y 
desplazamiento forzado urbano. 
 




The commune of San José in the city of Manizales is the object of an urban renewal project, of 
national interest, called "Macro project Centro Occidente de Colombia San José de Manizales", 
through which, for its implementation, legal methodologies such as administrative and judicial 
expropriation, which have only generated the systematic violation of the fundamental rights of the 
inhabitants of the commune, therefore, this article presents a reflection on how the transgression of 
rights, such as the right to a decent housing, free movement and education; have only infused more 
poverty, crime in the sector and forced urban displacement. 
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El urbanismo como elemento esencial de la función pública del Estado, tiene como fin esencial la 
creación de una legislación urbana que regle el control del tamaño de las ciudades y el 
fortalecimiento del concepto de territorio y propiedad; los actores de este proceso deben ser tanto el 
sector público y el privado, respecto a la utilización de dicho territorio y su impacto en los grupos 
humanos que lo componen.  
 
El plan de ordenamiento territorial es una herramienta que poseen los municipios para la 
organización de su propio territorio; estos proyectos tienen como base fundamental la integración 
de la sociedad y sus diferentes culturas para poder afianzar sus puntos de economía, educación, 
vivienda y protección de medio ambiente. En la actualidad, la ciudad de Manizales se encuentra en 
una transición de organización, y como base se tienen los derechos fundamentales de los diferentes 
ciudadanos; no obstante, en la práctica se han generado diferentes puntos de vista y contradicciones, 
dejando de lado estos objetivos que no se están cumpliendo con la ejecución del Macroproyecto de 
Renovación Urbana de Interés Nacional de la Comuna San José de la ciudad de Manizales, de 
acuerdo a lo estipulado por el Ministerio de Vivienda en la Resolución No. 1453 del 27 de julio de 
2009, ya que uno de los problemas más críticos y neurálgicos ha sido la falta de planeación urbana 
y la violación de derechos fundamentales de sus habitantes, razón por la cual la presente 
investigación pretende demostrar que se está ocasionando desplazamiento urbano al interior de la 
ciudad de Manizales, con consecuencias muy graves a todo nivel.  
 
Además, la comuna San José de la ciudad de Manizales se está convirtiendo en el foco de 
proyectos de recuperación urbana, de modificación de zonas públicas que se encontraban olvidadas, 
de ejecución de obras públicas necesarias para facilitar la movilidad ciudadana del sector, de la 
construcción de las primeras viviendas de interés social, y de la implementación de nuevos espacios 
comerciales del sector, con el fin de llevar una organización y eficiencia al momento de ofrecer un 
servicio particular y privado a la comunidad, pues como es conocido por los habitantes de Manizales, 
la comuna san José, en especial el sector de la galería, es uno de los ejes ciudadanos con más 
concurrencia en su zona de abastecimiento de productos de la canasta familiar, y es una fuente de 
empleo informal, para los que buscan un sustento y una supervivencia propia y de sus familias; sin 
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embargo, bajo el argumento jurídico de la prelación del interés general sobre el interés particular se 
está afectando de manera directa la calidad de vida de sus habitantes, comercio y empleo, 
reubicándolos en diversas zonas de la ciudad, generando con esto un aumento en problemas de 
seguridad, convivencia, educación y comercio ciudadano. 
 
Metodología y descripción del Problema 
 
El objetivo sustancial del presente artículo es el estudio de las implicaciones de la 
Constitucionalización del derecho privado en Colombia en ámbitos del derecho urbanístico, ante el 
crecimiento exponencial de los centros urbanos, de manera particular, en la ciudad de Manizales, y 
a su vez demostrar la irrelevancia de la división histórica entre el derecho en privado y público, ya 
que en la práctica la primacía de los principios y derechos constitucionales rompe cualquier tipo de 
prelación o división de las áreas del derecho. El problema de investigación se enfoca en cuáles son 
las implicaciones de la Constitucionalización del derecho privado en Colombia, ante el crecimiento 
exponencial de los centros urbanos. La metodología implementada es la analítica documental, 
debido a que se realizará un rastreo de doctrina, legislación y jurisprudencia relevante al problema 
de investigación. Por esta razón, la presente investigación se fundamenta en un análisis socio 
jurídico, donde se aborda los fundamentos generales y los lineamientos normativos y 
jurisprudenciales para la atención integral a la población. Como antecedentes de la investigación, 
están los directamente relacionados con el desarrollo del individuo, ya que, al interior de toda 
comunidad subyacen principios básicos de supervivencia, como son la autodefensa y la prohibición 
de atacar al otro; todo esto se convierte en la base de los derechos humanos, además de la relevancia 
fundamental del derecho a la propiedad.  
 
Fundamento teórico  
 
El constitucionalismo, a través de la historia, ha desarrollado dos visiones distintas, la una es la 
visión liberal y la otra es la visión igualitaria. 
 
La visión liberal del constitucionalismo es aquella mediante la cual se conciben los derechos 
fundamentales como individuales, los cuales deben ser acatados y protegidos por el Estado en la 
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individualidad de cada persona y en su relación particular, privilegiando la propiedad privada por 
medio de la ley como fuente máxima del derecho.  
 
Por su parte, la visión social es completamente contraria, en tanto concibe los derechos humanos 
como una protección conmutativa, en donde la ley ya no es la directriz incólume para su atacamiento, 
sino que la constitución entra a dirimir también la relación entre los particulares, haciendo que las 
normas vayan de la mano con lo reglado en la constitución.  
 
En Colombia, la visión de los derechos fundamentales es netamente social, toda vez que la 
protección de los derechos fundamentales es la base del ordenamiento jurídico, pues no puede existir 
una norma, ley o jurisprudencia que vaya en contravía de la Constitución, de manera que, aun los 
derechos derivados y protegidos por las normas de derecho privado, como lo es el derecho de 
dominio, el cual es el eje central en esta investigación, se encuentran sujetas a la normas 
constitucionales, obedeciendo al hecho de que debe existir una limitación en las relaciones que 
surgen entre los particulares. 
 
Recordemos que el derecho real de dominio “es aquel que recae en una cosa corporal, para gozar 
y disponer de ella arbitrariamente, no siendo contra la ley o contra derecho ajeno” (Código Civil 
Colombiano Art.669). Es entonces el derecho real por excelencia, el más completo que se puede 
tener sobre un objeto; de tal forma que sus aspectos más relevantes sean: absoluto, exclusivo y 
perpetuo.  
 
En este sentido, puede decirse que el carácter exclusivo de la propiedad implica que el propietario 
puede oponerse a la intromisión de un tercero en el ejercicio de su derecho, y está facultado para 
usar, gozar y disponer de la cosa. Sin embargo, no puede desconocerse que este derecho ostenta su 
límite en las normas constitucionales, pues la relación entre particulares no tiene carácter exclusivo 
sobre los derechos fundamentales de los demás asociados. Alexy (2002) propone aspectos positivos 
de la relación de los derechos fundamentales en las relaciones privadas, los cuales clasifica así: a.) 
El nivel de los deberes de Estado; b.) El nivel de los derechos frente al Estado, y c.) El nivel de las 
relaciones jurídicas entre sujetos del derecho privado; con lo anterior, quiere exponer que, al existir 
un conflicto entre los derechos particulares y derechos fundamentales, el mismo debe ser dirimido 
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obedeciendo un principio de proporcionalidad, derivado de los niveles de derechos y deberes que 
estos proporcionan. 
 
No obstante, la Corte Constitucional, en sentencia C- 595 (1999), declaró como inexequible la 
palabra “ARBITRARIAMENTE”, ya que la Alta Corte consideró, en asidero de la Carta Magna del 
año 1991, que el derecho de dominio no podría ser absoluto, en tanto este tendría que tener una 
nueva función social y ello implicaría la obligatoriedad de imponerle limitaciones al derecho de 
dominio para el ejercicio del interés general. De allí que podamos decir que “el interés general prima 
sobre el particular”. 
 
Así las cosas, el derecho constitucional, al entrar en observancia de las normas legales y limitar 
el ejercicio de derechos de carácter privado, crea la llamada constitucionalización del derecho 
privado. Así lo expresa Calderón (2013),  
 
La constitucionalización del derecho privado es una expresión que encierra con gran 
potencia, opiniones y reacciones, defensores y adversarios, optimistas y escépticos. Entonces, 
más que un estado de cosas, es una narración impactada por visiones acerca de lo bueno y lo 
malo y, al mismo tiempo de miradas de lo eficiente y lo ineficiente. (p. 05). 
 
Por su parte, Mantilla (2007) expresó, 
 
La aplicación cada vez más recurrente de normas constitucionales en el Derecho Privado, y 
más precisamente, en las relaciones particulares, que un sector de la doctrina ha denominado 
constitucionalización del derecho privado, no constituye sin embargo una expresión del todo 
exacta –en palabras del autor- al no expresar con exactitud la manera cómo resultan aplicables 
dichas normas a la relaciones privadas. (p. 01). 
 
Podría decirse que actualmente en Colombia, a través de los Planes de Ordenamiento Territorial, 
la constitucionalización del derecho privado se ha venido evidenciando mediante los 




Dichos Macroproyectos fueron regulados a través de la Ley 1469 de 2011, en la que se expresa 
que,  
 
Los macroproyectos de interés social nacional son el conjunto de decisiones administrativas 
y de actuaciones urbanísticas, definidas de común acuerdo entre el Gobierno Nacional y las 
administraciones municipales y distritales en el ámbito de sus respectivas competencias, para 
la ejecución de operaciones urbanas integrales de impacto municipal, metropolitano o 
regional que garanticen la habilitación de suelo para la construcción de vivienda y otros usos 
asociados a la vivienda y la correspondiente infraestructura de soporte para el sistema vial, 
de transporte, de servicios públicos, espacios públicos y equipamientos colectivos. Los 
Macro Proyectos de Interés Social Nacional deberán atender de forma preferente el déficit 
de vivienda de la respectiva entidad territorial, y establecer mecanismos para asegurar que 
los hogares de menores ingresos y la población vulnerable puedan acceder a las soluciones 
habitacionales que produzcan los Macro Proyectos.  
  
Según lo anterior, los Macroproyectos según la ley, van encaminados a la protección de la 
población vulnerable, en el sentido de ofrecerles una calidad de vida integral que comprende en 
mayor parte la vivienda digna, dentro de un territorio urbano que pueda ser habitado y habilitado 
para la prestación de servicios públicos e infraestructura vial. 
 
En este sentido, la sentencia C-165 (2015) se manifiesta respecto de los problemas que buscan 
enfrentar los Macroproyectos.  
 
Los Macroproyectos de Interés Social Nacional pretenden responder al problema sintetizado 
en el déficit de vivienda formal. Esta problemática tiene distintos elementos, de los cuales la 
Corte se limita a destacar los siguientes: a) los atinentes a la insuficiente disponibilidad de 
suelo habilitado para la construcción de vivienda formal en general; b) al déficit de suelo para 
la oferta de vivienda de interés social y prioritario; y c) al desequilibrio originado en el déficit 
global de unidades de vivienda formal para cubrir la demanda del mercado, representada en 
el número de hogares nuevos y acumulados. (Párr. 6). 
 
Sin embargo, lo verdaderamente inquietante es la forma en cómo se logra el objetivo de adquirir 
los predios necesarios para llegar a tal fin, toda vez que además de que la ley solo contempla dos 
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formas de realizarlo: enajenación voluntaria y expropiación administrativa, este es el verdadero 
ejemplo de la limitación al derecho de dominio que interpone la Carta Magna al derecho de dominio. 
 
La expropiación implica el ejercicio de una potestad, de la cual es titular el Estado Social de 
Derecho, que le permite, con el cumplimiento de los requisitos constitucionales, quitar la 
propiedad individual sobre un determinado bien del beneficio del interés colectivo. De 
conformidad con los preceptos fundamentales, la expropiación común u ordinaria solo se 
aplica si el legislador, por vía general, ha señalado los motivos de utilidad pública o de interés 
social; si se ha adelantado un proceso judicial; si se ha pagado previamente la justa 
indemnización a la que tiene derecho el afectado. (Sentencia C-358, 1996). 
 
De otro lado, la enajenación voluntaria como su mismo nombre lo predica, es voluntaria, de 
manera que no existe inconveniente alguno en su procedimiento, difiriendo del todo con el proceso 
de expropiación judicial, dado que es un proceso en el cual si el propietario no se encuentra de 
acuerdo con la enajenación voluntaria, el Estado, bajo la figura de la expropiación, realiza una sola 
oferta, basada en el avalúo catastral, que de ser rechazada, se da inicio al proceso.  
 
El procedimiento entonces, que tiene que efectuarse en caso de expropiación judicial, se 
encuentra regulado en el artículo 399 del Código General del Proceso, básicamente es un 
procedimiento del que son algunas de sus principales características: va dirigida contra los titulares 
del derecho real principal sobre el bien, requiere de la resolución vigente que decreta la 
expropiación, la entrega del bien es anticipada desde que la entidad demandada haya consignado a 
órdenes del juzgado lo establecido en el avalúo, el demandado no puede proponer excepciones, en 
la sentencia el juez ordena cancelar todo tipo de gravámenes que peses sobre el bien y determina el 
valor de la indemnización que corresponda. 
 
No obstante, cuando la expropiación es por vía administrativa, el Estado, mediante la 
administración municipal, la autoriza bajo condiciones de urgencia; el procedimiento utilizado para 
este tipo es más sencillo, toda vez que si no se llegó a un acuerdo con el propietario y ya existe la 
determinación de carácter administrativo de expropiación, la administración dispondrá, mediante 




Dado lo anterior, el legislador colombiano tomó los anteriores procesos como la vía para acceder 
de forma más expedita a los predios necesarios para desarrollar los Macroproyectos; según el 
artículo 11 de la Ley 1469 de 2011, 
 
(…) para adelantar los procedimientos de enajenación voluntaria, expropiación 
administrativa o judicial y/o para la imposición de servidumbres. Se entenderán incluidos en 
esta declaratoria los terrenos necesarios para ejecutar las obras exteriores de conexión del 
Macroproyecto con las redes principales de infraestructura vial y de servicios públicos. 
 
De aquí que pueda afirmarse que el derecho real de dominio es condicionado por las normas de 
orden constitucional, en donde el interés social debe primar sobre el particular, llevando a los 
ciudadanos a situaciones administrativas y legales extremas, ya que dichos procesos, a pesar de ser 
necesarios para la adquisición de predios en los Macroproyectos, lo cierto, es que no es realizada de 
una manera adecuada ni ajustada a principios constitucionales.  
 
Ahora, la anterior circunstancia es la que se encuentra sucediendo en la ejecución del 
“Macroproyecto Centro Occidente de Colombia San José Manizales”, Macroproyecto que 
comprende 28 barrios y aproximadamente 28.000 habitantes; el cual fue adoptado mediante 
Resolución No. 1453 del 27 de julio de 2009 del Ministerio de Ambiente y Vivienda Y Desarrollo 
Territorial; posteriormente, con la Resolución No. 1527 del 6 de Agosto de 2010 y la 1793 del 6 de 
Septiembre de 2011, adicionó la citada Resolución 1453 de 2009, ajustando el planteamiento 
urbanístico al proceso de adquisición de los inmuebles que hacen parte del área del Macroproyecto; 
nació como un proyecto que fuera desarrollado mediante un proceso de renovación urbana, que 
buscaba la reubicación de la población de varios sectores que viven en condiciones de 
vulnerabilidad, de las cuales se puede encontrar: el déficit de vivienda digna y la zona de alto riesgo 
no mitigable en donde se encuentran las viviendas.  
 
Así las cosas, el proceso de renovación urbana que fue utilizado en el “Macroproyecto Centro 
Occidente de Colombia San José de Manizales”, apuntaba a un cambio económico, social y político 
que permitiera recuperar el hábitat de las personas, se generaran viviendas dignas, se abriera el 
comercio y la industria en la zona, se generaran empleos y se fomentara la educación; ya que el fin 
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último no es más que el bienestar social de la comunidad. En aras de ilustrar lo anterior, el sociólogo 
Giddens (2010) manifestó que el proceso de la renovación urbana, tiene relación con, 
 
Revitalización de barrios deteriorados, mediante proceso de reutilización del terreno y los 
edificios, mejora el ambiente urbano y de la gestión de cada área, participación de los 
ciudadanos y utilización de fondos públicos, tanto para regenerar las zonas como para atraer 
más inversión privada. (p. 874). 
 
De este modo, la idea de realizar una renovación urbana dentro de la comuna San José en 
Manizales, era la de conseguir suelo para la ejecución de un programa de interés social, mediante la 
“Empresa de Renovación Urbana” ERU; sin embargo, esto no fue lo que aconteció en el desarrollo 
de este Macroproyecto, toda vez que las políticas públicas implementadas fueron mal diseñadas y 
mal ejecutadas, lo que generó más pobreza, desigualdad e infelicidad para los más desprotegidos. 
 
Sin duda, la compra de los predios a través de los procesos de expropiación fue una de las políticas 
utilizadas para lograr el mal llamado “bien común” en este Macroproyecto, ya que en muchos de los 
procesos administrativos y legales que se han efectuado han sido sin planes estratégicos de traslado 
de personas, manejo ambiental, seguridad, salubridad y movilidad por parte de la ERUM, la cual es 
la encargada de adelantar dichos procesos legales. Muchos de los habitantes del sector no tuvieron 
la oportunidad de recibir un precio justo por sus predios, redujeron el espacio por metro cuadrado 
de sus habituales viviendas comparados con los supuestos nuevos apartamentos, tuvieron que salir 
corriendo de sus viviendas, dada la cantidad de demoliciones aleatorias que se realizaron y que 
volvieron el sector inseguro; así, situaciones como las anteriores llevaron a esta población a reclamar 
sus derechos fundamentales; situación evidenciada en los despachos judiciales con la cantidad de 
acciones de tutelas que se han derivado de dicha situación, solicitando a la justicia ordinaria una 
protección reforzada de su derecho fundamental a la vida digna. 
 
Así lo expresó Rodolfo Arango (2014), columnista del periódico El Espectador, 
 
(…) El país está ante un caso de desplazamiento forzado intra urbano ejecutado por 
las autoridades bajo la mampara legal. Cientos de habitantes de la Comuna San José 
atestiguan sobre los atropellos, falsas o incumplidas promesas, engaños y 
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arbitrariedades de los ejecutores del proyecto. Estos, por su parte, escudados en las 
normas, atribuyen el descontento a desconocimiento o desinformación de la 
comunidad sobre los procedimientos seguidos. Una respuesta que revictimiza a los 
afectados y los señala responsables de su propia suerte. (Párr. 4). 
 
En este orden de ideas, las consecuencias de este proceso van más allá de lo que las leyes se 
supone que protegen, ya que los procesos de expropiación, además de ser procesos legalmente 
constituidos para tal fin, lo cierto es que en estos procesos de renovación urbana, dentro de los 
Macroproyectos, no presentan un balance equilibrado para la sociedad.  
 
Bajo los anteriores postulados, en el “Macroproyecto Centro Occidente de Colombia San José 
Manizales”, la expropiación no tiene buen futuro como un mecanismo necesario para que avancen 
las obras y las posibilidades de dar cumplimiento a la población de una vida digna, situación que 
lleva a preguntarse si en efecto la constitucionalización del derecho privado, si se encuentra 
verdaderamente constitucionalizado.  
 
Resultados y hallazgos 
 
El macro proyecto de renovación urbana admitido en la comuna San José de la ciudad de 
Manizales fue aprobado mediante Resolución No, 1453 del 27 de julio de 2009, y se encuentra 
inmerso en el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: prosperidad para todos del Presidente Juan 
Manuel Santos, donde su finalidad, según el artículo 79 de la Ley 1151 de 2007 es la de adquirir 
suelos en aras de desarrollar obras de interés social y utilidad pública.  
 
Este Macroproyecto, según el análisis realizado al diagnóstico comuna San José (Alcaldía De 
Manizales, 2009), comprende que de los 23.831 habitantes de esta comuna, 53% son mujeres y 47% 
hombres, y que su extensión comprende 111 hectáreas, en las cuales se encuentran ubicados los 
barrios de Sierra Morena, Estrada, Delicias, Galán Holanda, Maizal, San José, San Vicente, San 
Ignacio, Avanzada, Tachuelo, Rincón, Camino del Medio, Asís, Jazmín, Colon, Galerías y Liborio 




Entonces, la Alcaldía de Manizales, con los datos arrojados en el anterior diagnóstico, se dio a 
la tarea de iniciar el proceso de renovación urbana en la zona, y para lo anterior desarrolló un plan 
de ejecución, el cual aseguraría la calidad del proyecto en infraestructura y sobre todo la calidad en 
el manejo de la población que sufrirían los cambios planteados, toda vez que el mismo, también dio 
cuenta de los siguientes datos que no fueron muy alentadores. 
 
Existen 1.660 familias viviendo en zonas de alto riesgo, 2,265 familias viviendo con déficit 
de vivienda, el 65% de los niños estudian por fuera de la comuna, el 10% de la población no 
tiene ningún nivel educativo, el 27% tiene la primaria incompleta y el 18% la secundaria 
incompleta, el 24% de la población estudiantil sufre desnutrición crónica, el 40% de los jefes 
de hogar son mujeres y el 4% son discapacitados. (Alcaldía de Manizales, 2009). 
 
Para el efecto, el ente en mención creó la Empresa de Renovación Urbana de Manizales 
“ERUM”, la cual se ha dedicado a realizar todo lo relacionado con la renovación urbana de la 
comuna, tal como lo indica el objetivo de la misma, descrito en su página web oficial; según la 
ERUM (2017), 
 
Formular y ejecutar proyectos de Desarrollo y Renovación Urbana en la ciudad, buscando 
la recuperación, habilitación y aprovechamiento del suelo, mediante intervenciones 
integrales que garanticen un crecimiento ordenado y mejoren las condiciones de vida de los 
habitantes de la ciudad. Actualmente es la gestora del Macro proyecto de Interés Social 
Nacional Centro Occidente de Colombia San José- Manizales, y encargada de la Gestión 
predial, social y técnica. 
 
La encuesta desarrollada por Cantor, Serrano y el Grupo de Investigación Colectivo Antonio 
García (2013), dentro del trabajo de investigación “El Plan De Renovación Urbana en la Comuna 
San José: una Mirada Crítica e Interdisciplinaria desde el Campo de la Ciencia de los Social”,  dio 
cuenta que lo anterior no se cumplió, y situaciones como la compra de los predios, las 
expropiaciones y las demoliciones mal planeadas por parte de la ERUM, generaron solo 
consecuencias adversas en los ámbitos sociales y económicos, llevando así a una desarticulación de 
la comuna, lo que generó no solo inseguridad y delincuencia, sino el desplazamiento forzado de las 
personas que habitaban en esa zona, ya que dicha ejecución no tuvo una planeación acorde y 
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organizada, sino que el ERUM fue demoliendo los inmuebles al azar, pues los procesos de 
expropiación fueron completamente desatinados, desorganizados y poco confiables, realizando una 
deficiente recolección de escombros, lo cual creo más miseria entre la población.  
 
De igual forma, Cantor et al. (2013), demostró con la encuesta mencionada que son más las de 
20.000 personas que hacen parte de la comuna San José que se encuentran en las calles, sin 
oportunidades de estudio y de empleo, familias con personas discapacitadas, personas de la tercera 
edad, madres cabeza de hogar y niños que les tocó migrar de su comunidad en aras de buscar un 
sitio donde asentarse, muchas veces, buscando de manera ilegal el sustento y sobre todo engrosando 
las listas de personas en estado de pobreza del país y todo ello, bajo el principio de que el interés 
general prima sobre el individual. 
 
Además, y como una de las principales violaciones que se evidencia basados en la encuesta 
desarrollada por Cantor et al. (2013) es el del desplazamiento forzado; este no puede entenderse 
solo como aquellas personas que deben de salir de sus domicilios, dada la violencia generada por 
grupos ilegales, sino que debe tomarse también desde el punto de que cuando una persona es retirada 
de su propiedad y puesta en estado de vulnerabilidad, ya se encuentra desplazada, la cual no solo se 
trasgrede su derecho de propiedad y locomoción, sino más importante aún, su derecho a la vida 
digna.  
 
 Asimismo, La ley 387 (1997), en el artículo 1, indicó respecto del desplazamiento forzado que:  
 
La persona en condición de desplazamiento es aquella que se ha visto forzada a migrar dentro 
del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o actividades económicas 
habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido 
vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las 
siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia 
generalizada, violaciones masivas de Derechos Humanos, infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que 




A su vez, la Corte Constitucional, a través de la sentencia T- 367 (2010), señaló que la vida es el 
derecho fundamental que resulta más vulnerado por situaciones de desplazamiento forzoso. 
 
El derecho a la vida en condiciones de dignidad dadas las circunstancias infrahumanas 
asociadas a su movilización y a su permanencia en el lugar provisional de llegada y los 
frecuentes riesgos que amenazan directamente su supervivencia. Los Principios Rectores del 
Desplazamiento Forzado Interno, que contribuyen a la interpretación de este derecho en el 
contexto del desplazamiento forzado interno son los Principios 1, 8, 10 y 13, que se refieren, 
entre otras cosas, a la protección contra el genocidio, las ejecuciones sumarias y las prácticas 
contrarias al derecho internacional humanitario que pongan en riesgo la vida de la población 
desplazada. 
 
De esta manera, los desplazamientos que han sido efectuados hace más de diez años en el macro 
proyecto y han impactado de forma directa en el derecho a la propiedad, también llamaron la 
atención de los medios de comunicación locales, como lo es el Periódico La Patria; los comentarios 
no se hicieron esperar y en una de sus publicaciones revelaron la siguiente entrevista realizada a uno 
de los miembros del comité de voceros de la comuna San José, respecto del panorama de la zona; 
en su publicación el Periódico la Patria (2013) expone, 
 
Carlos Marulanda expuso como miembro del Comité de Voceros de la Comuna San José 
sobre las penurias que viven a raíz de la compra y demolición indiscriminada de predios, que 
dejan expuestas a una creciente inseguridad las viviendas que aún permanecen. Aumento de 
habitantes de la calle, atracos, desmantelamiento de propiedades, privación para acceder a 
servicios públicos y presiones para vender las casas, son situaciones a las que se han visto 
enfrentados. Además hay hacinamiento en los pocos colegios que quedan y las vías están en 
pésimo estado. En esto también coincidieron políticos y otros habitantes. Macro Proyecto 
San José quedó al desnudo. 
 
Sin embargo, no solo se vulnera el  derecho a la vida, mediante el desplazamiento forzado que se 
encuentra vulnerado en la ejecución de este macro proyecto, evidenciado en la encuesta desarrollada 
por Cantor et al. (2013); también puede denotarse que otro de los derechos fundamentales que se ve 
quebrantado es el de la vivienda digna, ya que dentro de la planeación en la renovación urbana que 
se fuera a dar dentro del macro proyecto, era el de expropiar los inmuebles para así tener terrenos 
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disponibles y realizarse un número ostentoso de apartamentos, los cuales renovarían la cara del 
sector y estuvieran dotados de todos los servicios públicos para otorgar una vivienda digna del 
sector, y eso era en principio lo que la ERUM estaba destinada a realizar. 
 
La Resolución 902 del 29 de diciembre del 2014 expedida por el Ministerio De Vivienda, Ciudad 
y Territorio, por medio de la cual se modificó el artículo 4 de la Resolución 1453 del 27 de julio de 
2009, misma por la cual se adoptó el Macroproyecto san José en la ciudad de Manizales, estableció 
en el artículo 2 que, 
 
(…) el objetivo del macro proyecto es renovar y densificar la zona norte del centro de la 
ciudad de Manizales, para generar suelo urbano, en especial para vivienda de interés social y 
prioritaria y promover nuevos desarrollos integrales, tendientes a mejorar las condiciones de 
vida de la población. (p. 8).  
 
De manera que su objetivo específico, era el de la reubicación de la población que vivía en zonas 
de alto riesgo hacia lugares dignos de vivienda y bienestar. 
 
Por su parte, la Ley 1469 (2011) en el artículo 3 también trazó un objetivo que protege el derecho 
a la vivienda digna de las personas involucradas en los Macroproyectos. 
 
El desarrollo de los Macro proyectos de Interés Social Nacional deberá promover: 1. La 
construcción de proyectos urbanísticos que permitan localizar asentamientos urbanos con 
adecuados estándares de calidad urbanística y ambiental, que garanticen un impacto 
estructural sobre la organización espacial del territorio, incluso a nivel de su articulación en 
el contexto metropolitano o regional. 
  
Y sin lugar a dudas, la Corte Constitucional en sentencia T 024 (2015) fue clara al referirse al 
concepto del derecho fundamental de la vivienda digna. 
 
La Corte ha sido clara en establecer que la materialización del derecho fundamental a la 
vivienda digna, no implica únicamente la posibilidad de adquirir un inmueble para su 
habitación, sino, a su vez, que dicho acceso sea real y estable en el sentido de que el bien 
otorgado permita su goce efectivo y se constituya en un lugar adecuado para que una persona 
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y su familia puedan desarrollarse en condiciones de dignidad. Por ende, es claro que a la luz 
de los instrumentos internacionales, de los cuales Colombia hace parte, y de la jurisprudencia 
constitucional, el derecho fundamental a la vivienda digna cuenta con una interpretación 
amplia, que incluye el concepto de vivienda adecuada; lo que significa que no se concreta 
con la entrega de un inmueble, sino que este debe ser adecuado para la habitación de quien 
tiene el derecho permitiendo su goce real y efectivo para que en él se pueda vivir de manera 
digna. 
 
En este orden de ideas, conveniente resulta traer una vivencia personal de la situación 
anteriormente descrita por una de las personas que se vio afectado, toda vez que los habitantes de la 
comuna San José no entendieron el por qué debían abandonar sus hogares de un momento a otro sin 
tener la garantía de encontrar un lugar digno para vivir; testimonio el cual, fue tomado de una 
entrevista realizada a los ex habitantes de la comuna por Vallejo y Serrano (2013). 
 
(…) para nosotros irnos fue porque nos acosaron. Primero que todo en las demoliciones de 
las casas, empezaron a demoler y nos dejaron solos en una manzana, la casa quedó inestable 
para caerse, y fuera de eso el vandalismo fue aterrador; nos tocó desocupar la casa sin 
venderla por eso, por el vandalismo. La casa quedó para caerse y el vandalismo, y nos tocó 
salir huyendo de la casa. Nosotros dejamos un señor cuidando y a las tres de la mañana ya 
no había casa, la saquearon toda. Al amanecer un sábado.  
 
Hasta este punto, se ha evidenciado entonces que las problemáticas que se han generado en la 
ejecución de este Macroproyecto van más allá de las económicas y estructurales, pues no son solo 
los derechos fundamentales a la vida y vivienda digna los que se han violentado a la comunidad, 
sino que existen otros como el derecho a la salud, a la educación y al trabajo, que, con el mal 
planeado actuar de la administración y la ERUM se han vulnerado en un sin número de veces a dicha 
población. 
 
Así las cosas, se presenta otra situación problemática evidenciada, la cual se deriva de las 
situaciones descritas anteriormente, esto es, el aumento de la pobreza en la ciudad de Manizales, 
pues dadas las grandes migraciones internas, realizadas por la población, y el abandono de los 
centros educativos por parte de los jóvenes, concibiendo una generación que solo puede acceder a 
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un empleo de baja remuneración, aumenta la mendicidad y la pobreza. Para Fernando Cantor 
Amador (2011),  
 
Es claro que el 82% de los comuneros vive entre la pobreza y la pobreza extrema (indigencia). 
El 43% de los hogares de cuatro personas percibe mensualmente menos de un salario mínimo 
mensual; son los pobres extremos o indigentes. 39% de los hogares comuneros de cuatro 
personas percibe apenas dos salarios mínimos mensuales. Estamos ante los pobres. 
 
Es así entonces, como puede evidenciarse de los anteriores datos estadísticos, que la pobreza 
predomina en la comuna San José y que ello no solo conlleva a que se dé un aumento en la 
inseguridad y el caos, sino que también ello lleva a que se descuiden otros sectores de la población 
que son de especial amparo, como lo son las personas de la tercera edad. Al respecto, la Corte 
Constitucional en sentencia T-010 (2017), declaró que las personas de la tercera edad son personas 
con especial protección constitucional y que por tanto cualquier incumplimiento en el ejercicio de 
sus derechos fundamentales es un grave atentado a la Constitución, rectificando que el diagnóstico 
inicial presentado por la Alcaldía de Manizales, donde se justificaba la necesidad del macro proyecto 
para mejorar la vida de los ciudadanos, quedó muy pequeño, ante la cantidad de circunstancias que 
se fueron presentando a lo largo de su ejecución. 
 
El derecho fundamental al mínimo vital de los adultos mayores ha sido objeto de protección 
en diferentes oportunidades por esta Corporación. Al respecto ha sentado un precedente 
sólido que evidencia que la inclusión o exclusión de las personas de la tercera edad de 
determinado programa de subsidios, debe estar soportada en una exhaustiva investigación 
concreta del caso, con el fin de verificar las condiciones reales de vulnerabilidad en las que 
se encuentra la persona para que esta pueda acceder al beneficio que contempla el programa 
y se garantice su permanencia en el mismo, antes de tomar cualquier decisión que pueda 
afectar la calidad de vida y la satisfacción de su congrua subsistencia.  
 
Ahora, respecto de lo anterior, la Corte Suprema de Justicia en sentencia STC 5648 (2016), 
radicado 2016-00453 también declaró el concepto que le merece a la protección de los derechos de 




La Constitución Política reconoció la existencia de personas que tienen una especial 
protección por parte del Estado, ya sea por su edad, por la condición de indefensión o por 
encontrarse en circunstancias de debilidad manifiesta, para las cuales el amparo del derecho 
fundamental a la salud deviene reforzado. Dentro de dicho grupo de sujetos encontramos a 
las personas de la ‘tercera edad o adultos mayores’ que, por regla general, según establece el 
artículo 7° de la ley 1276 de 2009, son aquellas que tengan o superen los 60 años de vida, 
para las cuales el artículo 46 de la Carta Política, obliga a la Nación, a la sociedad y a la 
familia a velar por la protección y asistencia, dada su condición de debilidad manifiesta.  
 
De todo lo anterior, podría decirse que el impacto más representativo del macro proyecto de la 
comuna San José, se centra en la fractura de la democracia y el estado social de derecho, al 
desconocer los derechos fundamentales de los pobladores de la comuna san José de la ciudad de 
Manizales, convirtiéndose en un proyecto mal planeado que pone al descubierto cómo el Estado no 
es todo lo que debe ser, y cómo su estructura, su organización y sus entes de control no fueron 




La desorganizada ejecución por parte del Gobierno y de las autoridades locales del 
Macroproyecto, solo generó la insatisfacción en todos los sentidos de la comunidad de San José, en 
tanto bien se pudo evidenciar que los únicos afectados fueron ellos, pues la concepción ciudadana 
resultó siendo nula a la hora de realizar un diagnóstico social adecuado y responsable. La inclusión 
en los planes estratégicos, supuestamente implementados, fueron totalmente inapropiados, por 
cuanto solo se centraron en los terrenos que se necesitarían para realizar el macro proyecto; además, 
se centraron en estudiar la renovación urbana, la adecuación de la tierra, la medición y valor de esta, 
pero en ningún momento existió una concientización para los seres humanos que habitaban la 
misma. 
 
El objetivo del Macroproyecto era el de garantizar una vivienda optima sin riesgo, erradicar la 
pobreza extrema, generar nuevas fuentes de ingreso para la comunidad, generar espacios para la 
educación y optimizar la movilidad del sector; sin embargo, ninguno de estos objetivos se ha 
cumplido, gracias a la mala implementación que ha tenido la Empresa de Renovación Urbana de 
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Manizales del proyecto, pues como se pudo evidenciar hasta la compra de los predios ha tenido 
miles de inconvenientes, al punto de tener que llegar a la expropiación por vía administrativa. 
 
Las medidas tomadas por la gerencia del proyecto, a través de la Empresa de Renovación Urbana 
de Manizales, en lo concerniente a las condiciones sociales, económicas y morales de la comuna 
San José han estado ausentes, en tanto los diagnósticos que se han desarrollado en aras de 
comprender el impacto social que ha tenido el desarrollo de esta política pública de los 
Macroproyectos, han dado cuenta que en vez de alivianar siquiera un poco la situación de extrema 
pobreza, desempleo, analfabetismo y delincuencia, lo que se ha generado es el aumento de las 
mismas; situaciones como la demolición de los bienes inmuebles ya expropiados por la Empresa De 
Renovación Urbana de Manizales de forma aleatoria, sin organización, generó que las casas que 
quedaban en pie fueran más susceptibles de la delincuencia, pues al estar hechas de esterilla y 
plástico se encuentran más vulnerables, y al estar rodeadas de escombros de las viviendas demolidas, 
hacen que sea de más fácil acceso para los delincuente, de manera que la demolición ha generado 
mucha inseguridad en el sector, aunado a que el medio ambiente también se vio afectado con lo 
anterior, pues esta destrucción sin organización alguna, se generaron plagas y malos olores que 
afectaron a la comunidad. 
 
Ahora, respecto de la situación moral y psíquica de la población, se tiene que los niños y 
adolescentes que aun habitan en la comuna San José quedaron sin complejo educativo, ya que este 
fue demolido para realizar un mega colegio; sin embargo, este al no estar terminado aún, la población 
infantil y adolescente ha venido desertado de sus estudios, pues la implicación económica del 
cambio de una institución educativa de un menor, para una familia que escasamente recibe un salario 
mínimo es prácticamente imposible, permitiendo concluir que la delincuencia ha venido en aumento, 
ya que la desocupación de los menores los ha llevado a tomar este camino. 
 
No siendo suficiente con lo anterior, la situación que se ha concebido con la población de las 
personas de la tercera edad, los cuales fueron desplazados de su antaño modo de vivir, sin contar 
con un plan de reubicación y asistencia integral, es de suma preocupación, ya que esta población no 
solo fue desalojada sin el menos cabo de sus derechos fundamentales, sino que fueron 
completamente olvidados por la administración municipal, como quiera que no se les ha ofrecido 
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una asistencia integral y prioritaria, al igual que debió ser con las madres cabeza de hogar y los 
niños.  
 
Se pudo concluir de igual forma que las personas y familias que tuvieron que irse de la comuna 
San José, dadas las expropiaciones realizadas de manera arbitraria, dan cuenta que el desplazamiento 
forzado es real de esta comuna dentro de las periferia urbana, y que la trasgresión de los derechos 
humanos es de manera directa en el desarrollo de este Macroproyecto, dado que no solo tuvieron 
que abandonar sus viviendas, sino también su modo de vida, aumentando la pobreza y la mendicidad 
en toda la ciudad, pues no puede olvidarse que la situación económica de las personas de la comuna 
San José dependían en muchos casos de negocios en sus propios inmuebles, como las llamadas 
“tiendas de barrio” y ventas a prorrata, de manera que al tener que desertar de sus residencias su 
sustento económico se vio enteramente afectado, lo que ha llevado a la mendicidad a esta población 
en toda la ciudad. 
 
En definitiva, la comunidad de San José en la ciudad de Manizales, requiere de un proyecto de 
renovación urbana concebido bajo unos parámetros sociales verdaderos, que sea incluyente con las 
personas que habitan allí, que esté orientado a la superación de la pobreza, de la mendicidad y el 
desempleo, donde prime siempre la protección de los derechos humanos sobre la plusvalía y el valor 
de la tierra. Un proyecto que evidencie el fortalecimiento de todos los sectores sociales con los 
cuales se pueda desarrollar proyectos que busquen el empoderamiento de los ciudadanos que habitan 
en la comuna, en pos de superar la pobreza y sobre todo un proyecto que sea examinado desde una 
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